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Resumen: La accesibilidad a la justicia para personas con discapacidad intelectual o del desarrollo se ve limitada por barreras comunicacionales, procedimentales y actitudinales. Esta situación genera indefensión y evidencia la necesidad de introducir figuras profesionales de apoyo que contribuyan a la equiparación de oportunidades. Este artículo presenta una revisión sistemática sobre la práctica profesional de la facilitación judicial o procesal dirigida a personas con discapacidad intelectual o del desarrollo. A través de una búsqueda en ocho bases de datos de ámbito internacional, se analizan 19 artículos, publicados entre 2014 y 2024. Los resultados señalan divergencias en la conceptualización de la discapacidad, vinculadas con la edad, el rol de la persona en el proceso y el tipo de instancia jurídica. La variable género, en cambio, no se presenta como un factor determinante. La diversidad en cuanto a perfiles, roles y funciones profesionales de facilitación está condicionada tanto por la posición que ocupa la persona en el proceso como por la naturaleza del procedimiento jurídico. Se concluye que las figuras de facilitación aparecen internacionalmente como un perfil profesional aún en construcción, cuyas funciones se orientan a mitigar las barreras específicas que plantea el acceso a la justicia.
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Abstract: Access to justice for persons with intellectual or developmental disabilities is limited by communication, procedural, and attitudinal barriers. This situation leads to a state of defenselessness and highlights the need to introduce professional support figures aimed at promoting equal opportunities. This article presents a systematic review on the professional practice of procedural or judicial facilitation for persons with intellectual or developmental disabilities. Through a search conducted in eight databases, 19 articles published between 2014 and 2024 were analyzed. The results indicate divergences in the conceptualization of disability, linked to factors such as age, the individual’s role in the legal process, and the type of judicial forum. In contrast, gender does not appear to be a determining factor. The diversity of professional facilitation profiles, roles, and functions is conditioned both by the position occupied by the person in the process and by the nature of the legal procedure. It is concluded that facilitation figures are emerging internationally as a professional profile still under construction, whose functions aim to mitigate the specific barriers posed by access to justice.
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1. Introducción

El reconocimiento de la capacidad jurídica se sustenta en la convicción de que las personas con discapacidad deben disfrutar de su dignidad, como derecho inherente y universal que posibilita la equiparación de oportunidades y derechos para esta población (Sánchez, 2023). La consideración de la dignidad, y la consecuente equiparación, se derivan del modelo social de la discapacidad (Palacios, 2008) y del enfoque de derechos (Jiménez, 2021), bajo los cuales la discapacidad se interpreta como un fenómeno poliédrico, complejo y variable que emerge de la interacción entre las características individuales y las barreras del entorno.

Si bien el marco conceptual de la discapacidad abarca discapacidades sensoriales, físicas, psicosociales, intelectuales o del desarrollo, este estudio se centra exclusivamente en estas últimas, en tanto las personas con discapacidad intelectual o del desarrollo enfrentan barreras especialmente significativas en su interacción con los sistemas de justicia. En adelante, este término se empleará para referirse al grupo objeto de estudio.

El derecho a la capacidad de obrar requiere la introducción de acciones positivas que beneficien a las personas infrarrepresentadas en el sistema de justicia. La Convención sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad (Organización de Naciones Unidas, 2006) reconoce el acceso a la justicia en igualdad de condiciones (art. 13) e insta a los Estados a disponer ajustes de procedimientos y apoyos a la toma de decisiones que permitan la participación efectiva de las personas con discapacidad en todas las fases del proceso (ONU, 2006). En la misma línea, los Principios y Directrices Internacionales sobre el Acceso a la Justicia para las Personas con Discapacidad (ONU, 2020) detallan las barreras estructurales, actitudinales y comunicativas que continúan limitando dicho acceso, subrayando la necesidad de apoyos especializados.

Actualmente, frente a modelos centrados en la sustitución de la voluntad (Barba, 2021), se consolida una transición hacia modelos basados en apoyos a la toma de decisiones. En este contexto de reconfiguración normativa y profesional, las figuras de apoyo a la toma de decisiones ‒como los profesionales de facilitación judicial o procesal en España o las figuras homólogas en países tales como Reino Unido, Chile o Argentina‒ juegan un papel esencial en garantizar la participación efectiva de las personas con discapacidad intelectual o del desarrollo. Tales profesionales, conceptualizados de acuerdo al paradigma de los sistemas de apoyo (Schalock et al., 2021), intervienen con el objetivo de mitigar las posibles limitaciones significativas en habilidades conceptuales, sociales o prácticas que, en interacción con las demandas del entorno, pueden generar desajustes relevantes y comprometer la participación efectiva.

La literatura científica existente sobre acceso a la justicia para las personas con discapacidad intelectual o del desarrollo se organiza en dos grandes líneas. Una primera se centra en identificar los obstáculos a la participación, poniendo énfasis en las dificultades en la comprensión de términos legales (Gulati et al., 2020), la gestión de los tiempos y de las formalidades de los procedimientos (White et al., 2023) o en las barreras actitudinales (Allely y Cooper, 2017). La segunda describe adaptaciones y apoyos orientados a favorecer la participación, como intervenciones para poblaciones con graves dificultades comunicativas (White et al., 2021), adaptaciones de entrevistas forenses (Wyman et al., 2019) o prácticas de facilitación especializada (Turner y Hughes, 2022).

Además de estos estudios empíricos, la literatura también cuenta con trabajos de síntesis de conocimiento. La revisión de Whittingham et al. (2022) resume modelos de apoyo en fases del sistema penal, la investigación de Sanyaolu et al. (2022) se centra en la interacción en fase policial o en adaptaciones comunicativas para jóvenes, mientras que la revisión de Morrison et al. (2019) analiza los retos comunicativos en sala de vistas que afectan a menores y adultos con discapacidad intelectual o del desarrollo. Sin embargo, estas revisiones no profundizan en el rol específico de las figuras profesionales de facilitación judicial o procesal, sus funciones ni sus ámbitos de actuación.

En consecuencia, la literatura carece de una sistematización internacional que describa de manera comparada cómo se configura la práctica de facilitación judicial o procesal, qué perfiles profesionales existen, qué funciones desempeñan y qué barreras abordan. Este vacío dificulta la comparación entre países y el desarrollo de estándares profesionales compartidos para esta práctica emergente. Es por ello que este artículo aporta una síntesis exhaustiva, comparada y actualizada de las prácticas profesionales implementadas en distintos países.

En concreto, este artículo persigue tres objetivos principales: 1) sistematizar las características individuales de las personas con discapacidad intelectual o del desarrollo consideradas en los estudios seleccionados; 2) identificar y clasificar las barreras ambientales descritas en relación con su participación en procedimientos judiciales; y 3) describir y comparar los contextos judiciales, los perfiles profesionales y las funciones documentadas de las figuras de facilitación judicial o procesal. Dichos objetivos estructuran y orientan el contenido del presente artículo.

2. Método

El método utilizado corresponde al de una revisión sistemática, en tanto posibilita evaluar en profundidad los estudios seleccionados, establecer fases de trabajo definidas, aplicar procedimientos específicos en cada etapa y garantizar la transparencia y la replicabilidad del proceso (Tricco et al., 2018). El procedimiento se desarrolló siguiendo las directrices PRISMA (Preferred Reporting Items for Systematic Reviews and Meta-Analyses) para la descripción de la evidencia científica y la estrategia SALSA (Search, Appraisal, Synthesis, Analysis) (Codina, 2024) que permite asegurar la sistematicidad del proceso.

2.1. Estrategia de búsqueda y evaluación

El periodo seleccionado para la búsqueda fue 2014-2024, justificado por coincidir con la década en la que emergen y se desarrollan las reformas legislativas inspiradas en la Convención y con el aumento de la producción científica sobre la temática. El periodo de trabajo en las bases de datos abarcó desde febrero hasta julio de 2024. El equipo de investigación estuvo conformado por tres personas, una de las cuales actuó como investigador principal, responsable de coordinar el procedimiento y garantizar la aplicación de los criterios metodológicos, mientras que los otros dos investigadores actuaron como revisores independientes durante las fases de búsqueda, cribado y extracción de datos.

Los términos para la búsqueda con diferentes combinaciones (en inglés y español) fueron: “facilitador judicial o procesal” (“facilitator judicial o procedural”), “intermediario judicial” (“judicial intermediary”), “discapacidad” (“disability”), “acceso a la justicia” (“access to justice”). La búsqueda se ejecutó tanto en bases de datos multidisciplinares de alcance internacional y nacional como en otras de tipo disciplinar, especializadas en psicología, ciencias jurídicas y sociología. En total fueron consultadas ocho bases de datos: Scopus, Web of Science, Dialnet Plus, Google Académico, Iustel, Sociological Abstracts, APA Psyc Articles y Taylor and Francis Online.

La búsqueda inicial identificó 458 registros que fueron exportados al gestor de referencias Zotero. El proceso comenzó con la eliminación de duplicados y documentos no disponibles, reportando un total de 449. A continuación, en la fase inicial de selección, atendiendo a títulos, resúmenes y palabras clave de los registros seleccionados, fueron aplicados los criterios de inclusión establecidos con anterioridad y consensuados entre las tres personas que formaban el equipo de trabajo. Se excluyeron aquellos artículos que no cumplieron con los criterios de inclusión. Tales criterios incluyeron: estudios empíricos originales o análisis teóricos sobre facilitación judicial o procesal, población definida como personas con discapacidad intelectual o del desarrollo, publicaciones entre 2014 y 2024 y textos revisados por pares. No se establecieron criterios en cuanto a idioma, país o rango de edad de las personas contempladas como muestra óptima en los estudios. El protocolo se detalla en la Tabla 1.


Tabla 1. Criterios de inclusión




	Criterio

	Descripción

	Aplicación práctica






	Ámbito temático

	Estudios que aborden la facilitación judicial o procesal

	Solo trabajos que analicen explícitamente la facilitación judicial o procesal




	Tipo de documento

	Artículos científicos publicados en revistas revisadas por pares

	Se excluyen tesis doctorales, literatura gris, informes y capítulos de libro




	Periodo temporal

	Publicaciones entre 2014 y 2024

	Se limita la búsqueda a dicho periodo temporal




	Idioma

	Inglés o español

	Se excluyen documentos escritos en otros idiomas




	Región

	Ámbito geográfico de los trabajos

	Sin exclusiones




	Población

	Participantes adultos, jóvenes, adolescentes, niños y niñas con discapacidad intelectual o del desarrollo

	Se excluyen trabajos que no abordan específicamente discapacidades intelectuales o del desarrollo




	Metodología

	Estudios empíricos de tipo cuantitativo, cualitativo o mixto

	Se excluyen estudios cuyos datos no son concluyentes







Fuente: Elaboración propia.



La ejecución de la búsqueda en las bases de datos y la posterior exportación de los registros fue realizada por el investigador principal, quien también eliminó duplicados y documentos no disponibles. A continuación, para el proceso inicial de cribado, los tres investigadores procedieron a evaluar de manera independiente los 449 registros identificados conforme a los criterios de inclusión establecidos. Las discrepancias entre los investigadores se resolvieron mediante consenso y, cuando este no era posible, el revisor principal intervino como árbitro metodológico para adoptar la decisión final.

En la segunda fase de evaluación, 61 artículos seleccionados fueron analizados a texto completo. Los tres investigadores revisaron de manera independiente cada estudio registrando de forma explícita los motivos para incluir o excluir cada uno de ellos. Tras la revisión, el equipo mantuvo una reunión a modo de contrastar criterios y resolver los desacuerdos puntuales mediante una deliberación conjunta. Este procedimiento garantizó la fiabilidad del proceso y permitió mantener la trazabilidad al registrar todas las decisiones adoptadas.

    Finalmente, se seleccionaron 19 documentos que cumplían con los criterios de elegibilidad al abordar la facilitación judicial o procesal desde características individuales y barreras ambientales, así como desde contexto, perfil y funciones profesionales de facilitación judicial o procesal (véase Tabla 2). Los artículos descartados no cumplían con los criterios temáticos, bien porque no abordaban la práctica de facilitación judicial o procesal de forma exhaustiva, se centraban en otros grupos sociales, o bien porque abordaban los apoyos a la toma de decisiones en otros ámbitos distintos al judicial. El proceso de selección de estudios se ilustra en el diagrama de flujo PRISMA de la Figura 1, que describe las fases a las que se han sometido los estudios considerados en esta investigación.

    
        Tabla 2. Características de los estudios

        
            
                
                    	Título

                    	Autor/a

                    	Año

                    	Revista

                    	Disciplina

                    	Tipología

                    	Muestra

                

            
            
                
                    	Nueve ejes esenciales de la reforma de la Justicia penal y una clave asistencial (casi existencial: el Facilitador judicial) no suman 10

                    	Calaza, S.

                    	2024

                    	Diario La Ley

                    	Ciencias jurídicas

                    	Ensayo teórico

                    	Revisión normativa

                

                
                    	Personas vulnerables y ajustes del procedimiento. Luces y sombras de su regulación actual

                    	Cuadrado, C.

                    	2024

                    	Revista General de Derecho Procesal

                    	Ciencias jurídicas

                    	Ensayo teórico

                    	Análisis comparado

                

                
                    	Unfitness to stand trial and the social model of disability: Challenges for Latin American criminal justice

                    	Mercurio, E. N. y Sheinbaum, D.

                    	2024

                    	Current Issues in Criminal Justice

                    	Ciencias jurídicas

                    	Ensayo teórico

                    	Análisis comparado

                

                
                    	La figura de facilitación de acceso a la justicia. Comparación internacional de un reto formativo

                    	Teira, C. y Sotillo, M.

                    	2024

                    	Siglo Cero

                    	Ciencias jurídicas

                    	Ensayo teórico

                    	Análisis comparado

                

                
                    	El discapacitado intelectual ante el proceso. Especial referencia al proceso penal

                    	Durán, S.

                    	2023

                    	Cuadernos de RES PUBLICA en Derecho y Criminología

                    	Ciencias jurídicas

                    	Ensayo teórico

                    	Revisión normativa

                

                
                    	Los ajustes procedimentales en el proceso penal: discapacidad intelectual y la figura del facilitador

                    	Hernández de la Peña, I.

                    	2023

                    	Lex Criminalis

                    	Ciencias jurídicas

                    	Ensayo teórico

                    	Revisión normativa

                

                
                    	Language disorders and access to justice

                    	Bujosa, L. y Sastre, M.

                    	2023

                    	Revista General de Derecho Procesal

                    	Ciencias jurídicas

                    	Ensayo teórico

                    	Revisión normativa

                

                
                    	Show me what happened: Low technology communication aids used in intermediary mediated police investigative interviews with vulnerable witnesses with an intellectual disability

                    	Pereira, T. y Aldridge, M.

                    	2023

                    	The International Journal of Evidence and Proof

                    	Psicología

                    	Estudio de casos

                    	2 oficiales investigadores, 2 testigos vulnerables adultos y 2 intermediarios registrados

                

                
                    	Taking Oral Evidence in Chile from Child Victims in Priority Groups: Challenges for the Practice and Training of Justice Professionals

                    	Ulloa, V. y Acosta, R.

                    	2023

                    	Journal of Police and Criminal Psychology

                    	Ciencias jurídicas

                    	Estudio de casos

                    	12 instructores

                

                
                    	El servicio de facilitación judicial como pieza clave para la tutela judicial efectiva de las personas con discapacidad

                    	De Lucchi, Y.

                    	2022

                    	Actualidad Civil

                    	Ciencias jurídicas

                    	Ensayo teórico

                    	Revisión normativa

                

                
                    	Nuevos intervinientes en procesos de familia y provisión de medidas de apoyo a personas con discapacidad

                    	González, F. de A.

                    	2022

                    	Actualidad Jurídica Iberoamericana

                    	Ciencias jurídicas

                    	Ensayo teórico

                    	Revisión normativa

                

                
                    	When good intentions are not enough: Professionals’ perceptions of the South Australian communication partner scheme

                    	Hoff, S. et al.

                    	2022

                    	Australian Journal of Social Issues

                    	Psicología

                    	Estudio de caso

                    	23 intermediarios

                

                
                    	Defendants with intellectual disability and autism spectrum conditions: The perspective of clinicians working across three jurisdictions

                    	McCarthy J. et al.

                    	2022

                    	Psychiatry, Psychology and Law

                    	Psiquiatría

                    	Estudio de casos

                    	Servicios de acusados

                

                
                    	Intermediaries in Chile: Facilitating the right of child victims and witnesses to participate and be heard in criminal trials

                    	Ulloa, V. G. et al.

                    	2022

                    	The International Journal of Evidence and Proof

                    	Ciencias jurídicas

                    	Artículo de investigación

                    	42 intermediarios y 23 coordinadores regionales

                

                
                    	Registered intermediaries’ assessment of children’s communication: An exploration of aims and processes

                    	Collins, K. y Krahenbuhl, S.

                    	2020

                    	The International Journal of Evidence and Proof

                    	Psicología

                    	Artículo de investigación

                    	17 intermediarios

                

                
                    	The Impact of the Registered Intermediary on Adults’ Perceptions of Child Witnesses: Evidence from a Mock Cross Examination

                    	Collins, K. et al.

                    	2017

                    	European Journal on Criminal Policy and Research

                    	Psicología

                    	Artículo de investigación

                    	100 participantes

                

                
                    	Brief Report: Autism in the Courtroom: Experiences of Legal Professionals and the Autism Community

                    	Maras, K. L. et al.

                    	2017

                    	Journal of Autism and Developmental Disorders

                    	Psicología

                    	Estudio de casos

                    	33 juristas, 9 adultos con autismo y 19 padres

                

                
                    	La figura del facilitador en casos de abuso sexual a personas con discapacidad intelectual

                    	Martorell, A. y Alemany, A.

                    	2017

                    	Siglo Cero

                    	Psicología

                    	Ensayo teórico

                    	Análisis normativo

                

                
                    	A very valuable tool’: Judges, advocates and intermediaries discuss the intermediary system in England and Wales

                    	Henderson, E.

                    	2015

                    	The International Journal of Evidence and Proof

                    	Ciencias jurídicas

                    	Artículo de investigación

                    	25 jueces penales, 16 abogados y 10 intermediarios

                

            
        

    


Figura 1. Diagrama de flujo

[image: Figura 1. Diagrama de flujo]

Fuente: Elaboración propia.


2.2. Estrategia de análisis y síntesis

El análisis de los 19 estudios fue articulado en dos niveles: 1) características de los registros; y 2) contenido de los estudios. Para el primer nivel se construyó una plantilla de extracción de datos bibliométricos y metodológicos. De cada documento se extrajeron los siguientes datos: autorías, año de publicación, idioma, revista, país de origen, disciplina, método de investigación y muestra empleada. Los datos que se obtuvieron permitieron sistematizar la producción internacional sobre facilitación judicial.

Para el análisis de contenido, los revisores realizaron una lectura completa de los registros seleccionados e identificaron fragmentos relevantes asociados a los objetivos del estudio. Estos fragmentos se trasladaron de forma manual a un documento de Excel. El proceso de codificación se llevó a cabo a partir de tres categorías analíticas predefinidas, a saber: variables individuales, variables ambientales y variables profesionales, a través de un proceso inductivo. Posteriormente, los códigos fueron comparados y discutidos entre los miembros del equipo para verificar su coherencia interpretativa y consensuar su definición final.

La pertinencia de emplear las tres categorías analíticas reseñadas responde a la necesidad de distinguir entre características individuales y personales, condiciones del entorno y elementos propios de la práctica profesional. Tales dimensiones, aparte de estar alineadas con los objetivos del presente estudio, responden a la lógica que subyace a los sistemas de apoyo. Tal organización permitió construir una matriz analítica multidimensional adecuada para una revisión comparada.

A partir de las categorías mencionadas, se elaboró una matriz de síntesis para comparar los enmarques conceptuales de la discapacidad manejados, las barreras descritas en los distintos estudios, las configuraciones profesionales y las tipologías de intervención. Tal procedimiento permitió identificar patrones y divergencias relevantes tal y como se presenta en el apartado de resultados.

3. Resultados

3.1. Caracterización de los estudios analizados

Del total de los artículos analizados (n = 19), correspondientes al periodo 2014-2024, los años donde se concentran el mayor número de publicaciones son 2023 y 2022 con un total de 5 artículos cada año, seguido de 2024 donde se registran 4 artículos. En términos de distribución geográfica, nueve de ellos se desarrollan en el contexto español, cinco en el contexto de Reino Unido y el resto corresponden a trabajos publicados en Chile, Australia del Sur, México, Argentina y Noruega. La producción científica no es constante. Predominan los estudios escritos en inglés (n = 11) frente a aquellos escritos en español (n = 8).

En cuanto a las disciplinas desde las que se impulsa la producción científica, destacan aquellos estudios pertenecientes a las ciencias jurídicas (n = 12), seguidos por publicaciones realizadas desde la psicología (n = 6) y, por último, la psiquiatría forense (n = 1). Atendiendo a la tipología de los estudios analizados, la mayoría de ellos (n = 10) son ensayos teóricos que abordan la facilitación judicial desde la revisión normativa y legislativa; a continuación (n = 5), estudios de casos (mayoritariamente cualitativos) donde se plantean estrategias de intervención profesional a partir de la evidencia recopilada; por último (n = 4) se ubican artículos de investigación integrados en proyectos más extensos, los cuales presentan resultados que derivan de la realización de observaciones y exámenes en torno a la participación de la figura facilitadora.

En el caso de los estudios que adoptan un estilo más teórico o empírico, no se puede determinar el muestreo utilizado. En estos documentos, la práctica de facilitación judicial o procesal se aborda desde enfoques reflexivos y comparativos. Por el contrario, los estudios de casos y los artículos de investigación permiten identificar la muestra empleada sin dificultad. En general, los estudios analizados presentan muestras bien definidas, incluyendo entre sus participantes personas con discapacidad intelectual o del desarrollo, familias, profesionales de diversos ámbitos jurídicos y regiones, así como profesionales de facilitación. Solo en uno de los 19 documentos analizados resulta difícil cuantificar el número de participantes con los que ha contado el estudio. De tal forma, aunque autores y autoras establecen la fuente de la que se obtienen los datos (extractos de entrevistas), no aclaran el número de personas a las que han entrevistado.

3.2. Análisis del contenido de los artículos

3.2.1. Variables individuales: tipología de discapacidad, edad y género

Los estudios seleccionados manejan diferentes concepciones para enmarcar la discapacidad intelectual o del desarrollo. En ocho de las investigaciones analizadas es definida desde la noción grupos vulnerables. Mientras algunas autorías (Bujosa y Sastre, 2023; Cuadrado, 2024; Hoff et al., 2022; McCarthy et al., 2022) agrupan bajo este término a adolescentes y personas adultas con discapacidades intelectuales o del desarrollo, así como niños y niñas que posean (o no) dicha discapacidad, en otros casos solo se contemplan niños, niñas y adolescentes con y sin discapacidad intelectual o del desarrollo (Collins et al., 2017; Collins y Krahenbuhl, 2020). Por último, el término grupos vulnerables también puede utilizarse para referirse en específico a adultos con discapacidades intelectuales o del desarrollo (Maras et al., 2017; Pereira y Aldridge, 2023).

En otros casos, las discapacidades intelectuales o del desarrollo son conceptualizadas de acuerdo a modelos teóricos de la discapacidad. Así, algunos estudios están alineados con el modelo social (De Lucchi, 2022; Durán, 2023; Martorell y Alemany, 2017) mientras que otros parten del enfoque de derechos humanos (González, 2022). En otras ocasiones, la discapacidad intelectual o del desarrollo se aborda desde marcos de análisis más técnicos como, por ejemplo, la Clasificación Internacional del Funcionamiento, la Discapacidad y la Salud (OMS, 2001); el Manual Diagnóstico y Estadístico de los Trastornos Mentales en su 5.ª versión (American Psychiatric Association, 2013), o la definición planteada por la Asociación Americana de Discapacidades Intelectuales o del Desarrollo (Schalock et al. 2021).


En otras ocasiones, el enmarque conceptual de la discapacidad intelectual o del desarrollo viene determinada por la existencia de dificultades en la comprensión, el habla o el lenguaje. Dichas dificultades pueden dirigirse a población adulta (Calaza, 2024) o a niños y niñas con síndrome de Down, niños pequeños en edad preescolar, jóvenes acusados que se niegan a hablar con el abogado y adultos con accidentes cerebrovasculares (Henderson, 2015). Por último, la condición de discapacidad del grupo objeto puede asimilarse a términos tales como “grupos prioritarios” (Ulloa y Acosta, 2023; Ulloa et al., 2022) o al de “competencia para ser juzgado” (Mercurio y Sheinbaum, 2024). En cuanto al indicador género, solo una de las diecinueve investigaciones (Martorell y Alemany, 2017) lo menciona como dato reseñable respecto al ejercicio profesional de facilitación judicial o procesal.

3.2.2. Variables ambientales: barreras comunicacionales, procedimentales y aptitudinales

Existen una serie de factores externos a la persona que condicionan su participación de acuerdo al sistema de justicia. Se han identificado varios tipos de barreras: barreras que afectan a la comunicación e impiden el derecho de entender y ser entendido; barreras de tipo procedimental por las cuales se abordan las características específicas de los procedimientos; y barreras aptitudinales relacionadas con prejuicios y falsas creencias en torno a las personas con discapacidad intelectual o del desarrollo.

En primer lugar, como barreras comunicacionales, algunos documentos (n = 6) identifican la falta de competencia y de capacitación de los profesionales del sistema de justicia, así como carencias de los diferentes sistemas de facilitación judicial o procesal vigentes en cada país. Cuando se aborda el contexto judicial de Inglaterra, dichos obstáculos se vinculan con la excesiva confianza depositada en la competencia comunicativa de abogados y entrevistadores policiales ante el perfil del profesional de facilitación (Henderson, 2015) y la escasa capacitación de agentes policiales (Maras et al., 2017). De acuerdo al contexto chileno (Ulloa et al., 2022; Ulloa y Acosta, 2023) se identifica una falta de capacitación específica en discapacidad por parte de los profesionales intermediarios, la diversidad de perfiles profesionales, la escasez en cuanto a recursos y el poco apoyo institucional. Para el caso concreto de Australia del Sur (Hoff et al., 2022), destaca la falta de liderazgo y coordinación del sistema de facilitación, además de la escasez en cuanto a tareas de difusión, recursos y respaldo institucional. Por último, en el caso español (De Lucchi, 2022), se plantea la dualidad entre letrados y profesional facilitador, la escasa regulación de la figura profesional, así como de servicios de facilitación gratuitos.

El empleo de un lenguaje técnico aparece como un obstáculo recurrente. Puede vincularse a documentos tales como sentencias o resoluciones (Hernández de la Peña, 2023), explicaciones en torno al procedimiento judicial (Durán, 2023) o entrevistas policiales y vistas orales (Bujosa y Sastre, 2023; Teira y Sotillo, 2024). La falta de implementaciones de apoyos y adaptaciones de procedimiento también constituyen barreras relevantes. Se citan: la utilización de preguntas cerradas y técnicas evaluativas de la credibilidad (Martorell y Alemany, 2017), mecanismos de detección de la discapacidad (McCarthy et al., 2022) y la falta de protocolos adaptados, así como técnicas para simplificar el lenguaje y contar con la participación de otros profesionales de apoyo (Ulloa y Acosta, 2023).

En segundo lugar, ciertos estudios (n = 4) identifican como barreras procedimentales las dificultades para la regulación y el buen funcionamiento de los sistemas de facilitación judicial o procesal. Se informan obstáculos tales como la falta de obligatoriedad para aplicar las adaptaciones pautadas por la persona facilitadora (Henderson, 2015), la falta de implementación de estrategias de adaptación y apoyo antes y durante los procedimientos (Maras et al., 2017) y no otorgar importancia a la fase previa del proceso de intermediación donde se negocian las adaptaciones (Ulloa et al., 2022). Otros documentos (n = 3) realzan los elementos hostiles e intimidatorios en relación a los procesos de obtención de testimonios (Hernández de la Peña, 2023), interrogatorios (Bujosa y Sastre, 2023) y vistas orales o estrategias clásicas para obtener la evidencia (Pereira y Aldridge, 2023). En otras ocasiones, se informa la existencia de barreras simbólicas, pudiendo asociarse a la complejidad de los trámites y la rapidez en vistas orales (Durán, 2023; Teira y Sotillo, 2024), la dilación de los procesos (Martorell y Alemany, 2017) o el carácter intimidante del entorno (Teira y Sotillo, 2024).

Por último, y en tercer lugar, como barreras actitudinales algunos estudios consideran como factores que restringen la capacidad de obrar las visiones sostenidas por los profesionales del ámbito jurídico. Tal restricción puede condicionar la capacidad para ser juzgado (McCarthy et al., 2022; Mercurio y Sheinbaum, 2024), la aptitud para alegar (Mercurio y Sheinbaum, 2024) o la obtención de un testimonio coherente (Ulloa y Acosta, 2023). Se identifican carencias formativas por parte de los profesionales del ámbito judicial que dificultan matizar necesidades de apoyo (Maras et al., 2017) e ir más allá de los factores de vulnerabilidad (Cuadrado, 2024; Hernández de la Peña, 2023).

3.2.3. Variables profesionales

Se identifican varios contextos judiciales, destacando aquellos estudios que abarcan contextos de índole penal (n = 13), seguidos por aquellos desarrollados en contextos tanto penales como civiles (n = 4). Los estudios reflejan distintos perfiles profesionales de facilitación que emergen a partir del rol que ocupa la persona con discapacidad intelectual o del desarrollo, así como de acuerdo a la tipología de instancia jurídica.

En primer lugar, atendiendo a un ámbito penal, cuando la persona actúa como testigo (Collins et al., 2017; Collins y Krahenbuhl, 2020; Henderson, 2015; Pereira y Aldridge, 2023), acusado (McCarthy et al., 2022; Mercurio y Sheinbaum, 2024), testigo y acusado (Hoff et al., 2022; Maras et al., 2017), o cuando no existe desagregación por rol (Durán, 2023), se propone un perfil profesional multidisciplinar. Destacan disciplinas tales como terapia ocupacional, terapia del habla y del lenguaje o logopedia, trabajo social, psicología, psiquiatría, magisterio y derecho. Como funciones profesionales de facilitación destacan: la evaluación de necesidades y habilidades comunicativas y de ayudas a la comunicación; la introducción y la negociación de medidas de ajuste procesal y de apoyo; explicación del procedimiento a la persona con discapacidad; la elaboración de informes; el acompañamiento a la persona, y asistir a cualquiera de las partes.

Sin embargo, los estudios que abordan el rol como testigo y como víctima al unísono (Ulloa et al., 2022; Ulloa y Acosta, 2023) plantean que sean profesionales del ámbito judicial quienes asuman las funciones derivadas de la práctica de facilitación, entre las que se encuentran: la adaptación del proceso a las características individuales de la persona, la explicación del procedimiento legal a la persona, así como monitorizar el estado físico y mental. Por último, se recomienda un perfil profesional en psicología clínica cuando la persona con discapacidad intelectual o del desarrollo interviene como víctima (Calaza, 2024; Martorell y Alemany, 2017). Las funciones profesionales en este caso se centran en asistir a cualquiera de las partes durante el procedimiento, brindar información y asesorar a profesionales del ámbito jurídico y monitorizar el estado físico y mental de la persona con discapacidad.

En segundo lugar, las investigaciones focalizadas en contextos de índole civil y penal, aunque no presentan diferencias atendiendo al rol de la persona con discapacidad intelectual o del desarrollo, sí lo hacen de acuerdo al perfil profesional. Hernández de la Peña (2023) propone una persona formada en psicología del testimonio, cuyas funciones consistan en la aplicación de herramientas y escalas de evaluación, explicar a la persona con discapacidad intelectual o del desarrollo el funcionamiento legal, brindar información y asesorar a los profesionales del ámbito jurídico en torno a las necesidades individuales que presenta la persona, brindar acompañamiento y facilitar la adaptación de textos jurídicos. Bujosa y Sastre (2023), a su vez, consideran un perfil profesional en logopedia, encargado de la evaluación de necesidades y habilidades comunicativas y de ayudas a la comunicación; introducir y negociar medidas de ajuste procesal y apoyos, y acompañar a la persona. Por último, tanto Teira y Sotillo (2024) como De Lucchi (2022), aun sin concretizar un perfil específico, consideran que dicho profesional debe constituir un coadyuvante del letrado de la Administración de Justicia en su labor supervisora de los ajustes de procedimiento. Como funciones profesionales destacan: la evaluación de necesidades y habilidades comunicativas y de ayudas a la comunicación, introducir medidas de ajuste procesal y apoyos, explicación en torno al procedimiento legal de forma accesible, brindar acompañamiento, facilitar la adaptación de textos jurídicos y brindar información y asesorar a los profesionales del ámbito jurídico.

Por último, y en tercer lugar, los estudios contextualizados en instancias de carácter civil (González, 2022) y de carácter penal, civil y de familia sin distinción (Cuadrado, 2024) tampoco llevan a cabo una distinción en cuanto al rol de la persona con discapacidad intelectual o del desarrollo. Se observan diferencias en cuanto a perfil profesional. En el primer caso, son los profesionales del ámbito judicial (incluidos abogados) quienes deben asumir funciones propias de la facilitación judicial o procesal, mientras que, en el segundo caso, se propone un perfil profesional en intermediación. Para ambos perfiles se consideran las mismas funciones profesionales, a saber: la evaluación de necesidades y habilidades comunicativas y de ayudas a la comunicación, brindar información y asesorar a los profesionales del ámbito jurídico y explicación en torno al procedimiento legal a la persona con discapacidad intelectual o del desarrollo.

4. Discusión

A partir de los resultados presentados emergen varias líneas de reflexión relevantes que permiten establecer un estado del arte de la facilitación judicial o procesal dirigida a las personas con discapacidad intelectual o del desarrollo desde una perspectiva internacional y en relación con los objetivos planteados en el estudio. La discusión se organiza, por tanto, de acuerdo a las tres dimensiones analizadas: las características individuales de las personas, las barreras ambientales que condicionan su participación y los perfiles y funciones profesionales de la figura profesional de facilitación.

En primer lugar, los hallazgos obtenidos en relación con el primer objetivo, centrado en las características individuales de las personas con discapacidad intelectual o del desarrollo, muestran que la edad constituye un factor determinante en la activación de mecanismos de apoyo para las personas involucradas en procedimientos judiciales. A partir de los resultados, se observa que, a medida que desciende la edad de los participantes, aumenta la probabilidad de que se implementen medidas de adaptación procesal.

Algunas investigaciones relevantes en este campo ayudan a comprender por qué se produce esta asimilación entre minoría de edad y necesidad de apoyos. Siguiendo a Plotnikoff y Woolfson (2015), las primeras intervenciones de facilitación se vinculan a interrogatorios de menores de edad en Israel a partir del año 1955. En estos escenarios, coincidiendo con lo establecido por Teira y Sotillo (2024), la figura profesional actuaba con el objetivo de facilitar la comunicación efectiva entre los menores de edad y los profesionales del ámbito jurídico. Tras la replicabilidad de este servicio y su puesta en funcionamiento en otros países a lo largo de las décadas posteriores, a finales de siglo las personas con discapacidades intelectuales o del desarrollo (junto a otros grupos sociales) se convierten en posibles beneficiarias de tales dispositivos. En ese momento, los colectivos destinatarios de la intervención profesional pasan a agruparse bajo la noción de grupos vulnerables.

Los resultados reflejan que algunos países, como por ejemplo Chile, al asimilar al grupo de personas con discapacidad intelectual o del desarrollo al grupo de menores de edad provocan un enmascaramiento de la noción de discapacidad que perpetúa un modelo de tipo asistencialista (Palacios, 2008). Las características de vulnerabilidad asociadas a la discapacidad pueden generar situaciones de discriminación (Huete, 2013). Según Rivadeneira (2021) estas situaciones están estrechamente relacionadas a enfoques asistencialistas.

Estos hallazgos permiten identificar como prioridad la ruptura de la asimilación entre menores de edad y población objeto, a fin de garantizar su capacidad jurídica y su participación mediante sistemas de apoyo específicos (González, 2022). En ningún caso un incremento en factores de riesgo (Marini et al., 2001; Verdugo et al., 2002) constituye fundamentación suficiente para que el término vulnerabilidad (Cumbre Judicial Iberoamericana, 2008) reemplace conceptualmente la noción de discapacidad (Cuadrado, 2024). Por el contrario, la identificación de factores de riesgo debería servir para implementar estrategias de evaluación y medidas de asistencia especializada (Gudjonsson, 2010).

Por otra parte, se constata una carencia reseñable en cuanto a estudios que contemplen el género como un indicador a tener en cuenta para el establecimiento de apoyos en ámbitos judiciales. Esta realidad confirma lo identificado previamente por el Comité Español de Representantes de Personas con Discapacidad (2022) al abordar el impacto de la desigualdad estructural en mujeres y niñas con discapacidades intelectuales o del desarrollo. Tal y como plantea Díaz (2013, como se cita en Sánchez, 2020), la condición de ser mujer y poseer una discapacidad suele derivar en situaciones de discriminación múltiple e interseccional (Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 2016) que sitúa a esta población ante situaciones de indefensión mayores que en el caso de hombres con discapacidad. Estas cuestiones, unidas a la existencia de obstáculos específicos en el acceso a la justicia para este colectivo (Comité sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, 2016), ponen de relieve una línea de investigación todavía insuficientemente desarrollada en la literatura científica sobre participación en ámbitos judiciales y provisión de apoyos.

En cuanto al segundo objetivo, referido a la identificación de las barreras ambientales citadas en los estudios analizados, los resultados permiten concluir que dichas barreras constituyen un factor relevante para garantizar una participación efectiva de las personas con discapacidad intelectual o del desarrollo en los procedimientos judiciales. A partir de los hallazgos presentados, la práctica de facilitación judicial o procesal aparece como una respuesta aún fragmentada frente a múltiples barreras estructurales que impiden que se dé una participación equitativa en el proceso judicial. Tales obstáculos no son elementos aislados, sino que conforman un entramado de barreras comunicacionales, procedimentales y aptitudinales que, en conjunto, refuerzan dinámicas persistentes de desigualdad en el acceso a la justicia.

La literatura respalda los hallazgos de la presente revisión. Por ejemplo, Gulati et al. (2020) identificaron importantes dificultades comunicativas en su análisis de experiencias durante interacciones policiales y judiciales, destacando limitaciones para comprender conceptos legales, seguir la estructura de una entrevista o evitar malinterpretaciones que afectan a la versión de los hechos. Asimismo, el estudio de Allely y Cooper (2017) muestra cómo las actitudes y expectativas de jueces y jurados pueden verse influidas por concepciones estereotipadas sobre la comunicación, el comportamiento o la credibilidad de personas con discapacidad intelectual o del desarrollo, comprometiendo así la valoración de su testimonio.

Al interior de los sistemas de justicia, incluso profesionales con discapacidad identifican obstáculos significativos en materia de accesibilidad y participación (White et al., 2023), lo que evidencia que las barreras ambientales no constituyen una problemática exclusiva de las personas usuarias del sistema, sino un fenómeno estructural relacionado con una cultura jurídica insuficientemente adaptada a la diversidad.

En conjunto, estas barreras ambientales confirman que la participación en el ámbito judicial no depende únicamente de las características individuales de la persona, sino de la capacidad del entorno para generar condiciones accesibles y ajustar sus procedimientos. La intervención de la figura profesional para la facilitación judicial o procesal debe ejecutarse, por tanto, a partir de un análisis funcional (Plena inclusión, 2022) que ponga la atención en la relación existente entre la persona y el entorno. Es decir, la evaluación individual de la persona y el análisis de los elementos estructurales, en conjunto, deben concretizarse en lo que se ha denominado un traje a medida (ONU, 2006), entendido como un conjunto de apoyos personalizados, sensibles a las necesidades particulares de la persona, así como a la complejidad del contexto jurídico en el que participa.

Respecto al tercer y último objetivo, centrado en describir y comparar los perfiles y las funciones profesionales de la figura de facilitación judicial o procesal, los resultados de esta revisión muestran que a nivel internacional coexisten distintos modelos de organización y práctica profesional. Estos modelos varían en función del tipo de instancia jurídica, del rol que ocupa la persona con discapacidad intelectual o del desarrollo (testigo, víctima, acusado) y del grado de desarrollo normativo de cada país, lo que refuerza la idea de que nos encontramos ante un perfil profesional heterogéneo (Teira y Sotillo, 2024).

A partir de los registros seleccionados emergen dos modelos de facilitación, los cuales se relacionan con perfiles profesionales diferenciados. Uno de ellos, de carácter multidisciplinar, coincide con aquellas propuestas que conciben la facilitación como un recurso integral orientado a garantizar la bidireccionalidad comunicativa y a sostener emocionalmente a la persona apoyada (Cooper y Mattison, 2017). En este caso, la práctica de facilitación incluye funciones como la evaluación de necesidades y habilidades comunicativas, el acompañamiento a lo largo de todo el proceso o la explicación accesible del procedimiento. El otro modelo, de carácter más unidisciplinar, asigna las funciones propias de la facilitación a profesionales del ámbito judicial (jueces, fiscales, letrados, fuerzas de seguridad) o a una disciplina principal, habitualmente la psicología (Calaza, 2024). Aunque este modelo puede favorecer la integración de la práctica profesional en estructuras ya consolidadas, por el contrario, conlleva el riesgo de reducir la intervención a una mera adaptación del procedimiento o a una provisión de información jurídica, dejando en un segundo plano la evaluación de necesidades, la atención emocional o la coordinación con otros apoyos.

De esta revisión se desprende que los perfiles multidisciplinares se alinean mejor con un enfoque de sistemas de apoyo, en la medida en que posibilitan abordar la compleja relación entre la persona y el entorno judicial desde una perspectiva integral y no exclusivamente jurídica (Thompson et al., 2010). En este sentido, resulta especialmente relevante el segundo modelo de facilitación descrito por Cooper y Mattison (2017) en el que la figura profesional asesora a policías, abogados y jueces; valora necesidades de apoyo; propone estrategias de afrontamiento, y participa en la negociación del establecimiento de medidas de ajuste. Tal y como plantean Marinos y Whittingham (2019), este tipo de enfoque contribuye a transformar las prácticas judiciales para hacerlas más respetuosas con los derechos de la población objeto.

En definitiva, para garantizar el derecho de acceso y participación en la justicia de las personas con discapacidad intelectual o del desarrollo resulta necesario impulsar perfiles profesionales multidisciplinares, proporcionar información adaptada y promover formaciones específicas dirigidas a operadores jurídicos. Por último, tal y como establece la ONU (2020), los programas de facilitación deben prever la asistencia a todas las partes, la adopción de medidas para garantizar un trato justo e igualitario, la posibilidad de que la persona sea acompañada por alguien distinto al profesional de facilitación y la concreción de los apoyos necesarios para asegurar una participación en igualdad de condiciones que el resto.

5. Conclusiones

El presente estudio ofrece una sistematización internacional de la literatura sobre facilitación judicial o procesal dirigida a personas con discapacidad intelectual o del desarrollo, permitiendo la identificación de tendencias comunes, divergencias entre modelos profesionales y vacíos relevantes en el conocimiento. A partir de los objetivos presentados, los hallazgos permiten plantear tres conclusiones generales.

En primer lugar, en relación con las características individuales de la población objeto, se evidencia la existencia de modelos interpretativos que asimilan este colectivo al de menores de edad o al de personas vulnerables, contribuyendo a la reproducción de enfoques asistencialistas y a la invisibilización de la especificidad de la discapacidad. Esta realidad dificulta el establecimiento de apoyos ajustados a las necesidades reales que presentan las personas y desatiende dimensiones críticas como el género, que continúa siendo una variable poco explorada en la literatura científica disponible.

En segundo lugar, de los resultados se extrae que las barreras ambientales siguen constituyendo el principal obstáculo para la participación efectiva de estas personas en el sistema de justicia. Las barreras a la participación se traducen en una falta de accesibilidad cognitiva, la escasa formación especializada, en una ausencia de protocolos homogéneos y en la influencia de prejuicios capacitistas que impiden que se dé una participación plena. En conclusión, las evidencias ubicadas señalan que la incorporación de las personas con discapacidad intelectual o del desarrollo a los sistemas de justicia depende más de la capacidad de los entornos para ajustarse a la diversidad que de las habilidades individuales.

En tercer lugar, el análisis de los perfiles y funciones profesionales revela que la práctica de facilitación judicial o procesal supone una realidad heterogénea a nivel internacional. Aunque coexisten modelos unidisciplinares y multidisciplinares, los resultados de esta revisión sugieren que estos últimos se alinean mejor con el paradigma de los sistemas de apoyo, al posibilitar una intervención integral capaz de abarcar todas las necesidades desde un enfoque funcional.

En conjunto, estos hallazgos señalan la necesidad de avanzar hacia modelos que garanticen la provisión de apoyos especializados a lo largo de todo el proceso judicial. Y para ello se deben desarrollar marcos normativos unificados en el plano internacional para regular la actuación profesional, promover la formación de operadores jurídicos en materia de discapacidad y accesibilidad e instaurar protocolos para asegurar la implementación de ajustes en el ámbito. Además, es necesario impulsar investigaciones que se centren en la intersección entre género, discapacidad y justicia.
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